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Jurisdicción Penal. Las cautelares con especial referencia a la prisión 
provisional. El agente encubierto. Principios rectores de medidas de 
investigación con restricciones de derechos fundamentales. 
Disposiciones Generales del PA, comparativa con el proceso ordinario 

CAPÍTULO III. DE LA PRISIÓN PROVISIONAL 

Artículo 502 

1. Podrá decretar la prisión provisional el juez o magistrado instructor, el juez que forme las primeras 
diligencias, así como el juez de lo penal o tribunal que conozca de la causa. 

2. La prisión provisional sólo se adoptará cuando objetivamente sea necesaria, de conformidad con lo 
establecido en los artículos siguientes, y cuando no existan otras medidas menos gravosas para el derecho a 
la libertad a través de las cuales puedan alcanzarse los mismos fines que con la prisión provisional. 

3. El juez o tribunal tendrá en cuenta para adoptar la prisión provisional la repercusión que esta medida pueda 
tener en el investigado o encausado, considerando sus circunstancias y las del hecho objeto de las actuaciones, 
así como la entidad de la pena que pudiera ser impuesta. 

4. No se adoptará en ningún caso la prisión provisional cuando de las investigaciones practicadas se infiera 
racionalmente que el hecho no es constitutivo de delito o que el mismo se cometió concurriendo una causa 
de justificación. 

Artículo 503 

1. La prisión provisional sólo podrá ser decretada cuando concurran los siguientes requisitos: 

• 1.º Que conste en la causa la existencia de uno o varios hechos que presenten caracteres de delito 
sancionado con pena cuyo máximo sea igual o superior a dos años de prisión, o bien con pena privativa de 
libertad de duración inferior si el investigado o encausado tuviere antecedentes penales no cancelados ni 
susceptibles de cancelación, derivados de condena por delito doloso. 

Si fueran varios los hechos imputados se estará a lo previsto en las reglas especiales para la aplicación de 
las penas, conforme a lo dispuesto en la sección 2.ª del capítulo II del título III del libro I del Código Penal. 

• 2.º Que aparezcan en la causa motivos bastantes para creer responsable criminalmente del delito a la 
persona contra quien se haya de dictar el auto de prisión. 

• 3.º Que mediante la prisión provisional se persiga alguno de los siguientes fines: 

• a) Asegurar la presencia del investigado o encausado en el proceso cuando pueda inferirse 
racionalmente un riesgo de fuga. 

Para valorar la existencia de este peligro se atenderá conjuntamente a la naturaleza del hecho, a la 
gravedad de la pena que pudiera imponerse al investigado o encausado, a la situación familiar, laboral y 
económica de éste, así como a la inminencia de la celebración del juicio oral, en particular en aquellos 
supuestos en los que procede incoar el procedimiento para el enjuiciamiento rápido regulado en el título 
III del libro IV de esta ley. 

Procederá acordar por esta causa la prisión provisional de la persona investigada cuando, a la vista de 
los antecedentes que resulten de las actuaciones, hubieran sido dictadas al menos dos requisitorias para 
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su llamamiento y busca por cualquier órgano judicial en los dos años anteriores. En estos supuestos no 
será aplicable el límite que respecto de la pena establece el ordinal 1.º de este apartado. 

• b) Evitar la ocultación, alteración o destrucción de las fuentes de prueba relevantes para el 
enjuiciamiento en los casos en que exista un peligro fundado y concreto. 

No procederá acordar la prisión provisional por esta causa cuando pretenda inferirse dicho peligro 
únicamente del ejercicio del derecho de defensa o de falta de colaboración del investigado o encausado 
en el curso de la investigación. 

Para valorar la existencia de este peligro se atenderá a la capacidad del investigado o encausado para 
acceder por sí o a través de terceros a las fuentes de prueba o para influir sobre otros investigados o 
encausados, testigos o peritos o quienes pudieran serlo. 

• c) Evitar que el investigado o encausado pueda actuar contra bienes jurídicos de la víctima, 
especialmente cuando ésta sea alguna de las personas a las que se refiere el artículo 173.2 del Código 
Penal. En estos casos no será aplicable el límite que respecto de la pena establece el ordinal 1.º de este 
apartado. 

2. También podrá acordarse la prisión provisional, concurriendo los requisitos establecidos en los ordinales 
1.º y 2.º del apartado anterior, para evitar el riesgo de que el investigado o encausado cometa otros hechos 
delictivos. 

Para valorar la existencia de este riesgo se atenderá a las circunstancias del hecho, así como a la gravedad de 
los delitos que se pudieran cometer. 

Sólo podrá acordarse la prisión provisional por esta causa cuando el hecho delictivo imputado sea doloso. No 
obstante, el límite previsto en el ordinal 1.º del apartado anterior no será aplicable cuando de los 
antecedentes del investigado o encausado y demás datos o circunstancias que aporte la Policía Judicial o 
resulten de las actuaciones, pueda racionalmente inferirse que el investigado o encausado viene actuando 
concertadamente con otra u otras personas de forma organizada para la comisión de hechos delictivos o 
realiza sus actividades delictivas con habitualidad. 

Artículo 504 
1. La prisión provisional durará el tiempo imprescindible para alcanzar cualquiera de los fines previstos en el 
artículo anterior y en tanto subsistan los motivos que justificaron su adopción. 

2. Cuando la prisión provisional se hubiera decretado en virtud de lo previsto en los párrafos a) o c) del 
apartado 1.3.º o en el apartado 2 del artículo anterior, su duración no podrá exceder de un año si el delito 
tuviere señalada pena privativa de libertad igual o inferior a tres años, o de dos años si la pena privativa de 
libertad señalada para el delito fuera superior a tres años. No obstante, cuando concurrieren circunstancias 
que hicieran prever que la causa no podrá ser juzgada en aquellos plazos, el juez o tribunal podrá, en los 
términos previstos en el artículo 505, acordar mediante auto una sola prórroga de hasta dos años si el delito 
tuviera señalada pena privativa de libertad superior a tres años, o de hasta seis meses si el delito tuviera 
señalada pena igual o inferior a tres años. 

Si fuere condenado el investigado o encausado, la prisión provisional podrá prorrogarse hasta el límite de la 
mitad de la pena efectivamente impuesta en la sentencia, cuando ésta hubiere sido recurrida. 

3. Cuando la prisión provisional se hubiere acordado en virtud de lo previsto en el apartado 1.3.ºb) del artículo 
anterior, su duración no podrá exceder de seis meses. 

No obstante, cuando se hubiere decretado la prisión incomunicada o el secreto del sumario, si antes del plazo 
establecido en el párrafo anterior se levantare la incomunicación o el secreto, el juez o tribunal habrá de 
motivar la subsistencia del presupuesto de la prisión provisional. 

https://noticias.juridicas.com/base_datos/Penal/lo10-1995.l2t7.html#I2078
https://noticias.juridicas.com/base_datos/Penal/lo10-1995.l2t7.html#I2078
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4. La concesión de la libertad por el transcurso de los plazos máximos para la prisión provisional no impedirá 
que ésta se acuerde en el caso de que el investigado o encausado, sin motivo legítimo, dejare de comparecer 
a cualquier llamamiento del juez o tribunal. 

5. Para el cómputo de los plazos establecidos en este artículo se tendrá en cuenta el tiempo que el investigado 
o encausado hubiere estado detenido o sometido a prisión provisional por la misma causa. 

Se excluirá, sin embargo, de aquel cómputo el tiempo en que la causa sufriere dilaciones no imputables a la 
Administración de Justicia. 

6. Cuando la medida de prisión provisional acordada exceda de las dos terceras partes de su duración máxima, 
el juez o tribunal que conozca de la causa y el ministerio fiscal comunicarán respectivamente esta 
circunstancia al presidente de la sala de gobierno y al fiscal-jefe del tribunal correspondiente, con la finalidad 
de que se adopten las medidas precisas para imprimir a las actuaciones la máxima celeridad. A estos efectos, 
la tramitación del procedimiento gozará de preferencia respecto de todos los demás. 

Artículo 504 bis ( inconstitucional) 

Cuando, en virtud de lo dispuesto en los dos artículos anteriores, se hubiere acordado la libertad de presos o 
detenidos por los delitos a que se refiere el artículo 384 bis, la excarcelación se suspenderá por un período 
máximo de un mes, en tanto la resolución no sea firme, cuando el recurrente fuese el Ministerio Fiscal. Dicha 
suspensión no se aplicará cuando se hayan agotado en su totalidad los plazos previstos en el artículo 504, y 
las correspondientes prórrogas, en su caso, para la duración de la situación de prisión provisional. 

Artículo 505 

1. Cuando el detenido fuere puesto a disposición del juez de instrucción o tribunal que deba conocer de la 
causa, éste, salvo que decretare su libertad provisional sin fianza, convocará a una audiencia en la que el 
Ministerio Fiscal o las partes acusadoras podrán interesar que se decrete la prisión provisional del investigado 
o encausado o su libertad provisional con fianza. 

En los supuestos del procedimiento regulado en el título III del libro IV de esta ley, este trámite se sustanciará 
con arreglo a lo establecido en el artículo 798, salvo que la audiencia se hubiera celebrado con anterioridad. 

2. La audiencia prevista en el apartado anterior deberá celebrarse en el plazo más breve posible dentro de las 
72 horas siguientes a la puesta del detenido a disposición judicial y a ella se citará al investigado o encausado, 
que deberá estar asistido de letrado por él elegido o designado de oficio, al Ministerio Fiscal y a las demás 
partes personadas. La audiencia habrá de celebrarse también para solicitar y decretar, en su caso, la prisión 
provisional del investigado o encausado no detenido o su libertad provisional con fianza. 

3. En dicha audiencia, si el Ministerio Fiscal o alguna parte acusadora solicitare que se decrete la prisión 
provisional del investigado o encausado o su libertad provisional con fianza, podrán quienes concurrieren 
realizar alegaciones y proponer los medios de prueba que puedan practicarse en el acto o dentro de las 
setenta y dos horas antes indicadas en el apartado anterior. 

El Abogado del investigado o encausado tendrá, en todo caso, acceso a los elementos de las actuaciones que 
resulten esenciales para impugnar la privación de libertad del investigado o encausado. 

4. El juez o tribunal decidirá sobre la procedencia o no de la prisión o de la imposición de la fianza. Si ninguna 
de las partes las instare, acordará necesariamente la inmediata puesta en libertad del investigado o 
encausado que estuviere detenido. 

5. Si por cualquier razón la audiencia no pudiere celebrarse, el juez o tribunal podrá acordar la prisión 
provisional, si concurrieren los presupuestos del artículo 503, o la libertad provisional con fianza. No obstante, 
dentro de las siguientes 72 horas, el juez o tribunal convocará una nueva audiencia, adoptando las medidas 
a que hubiere lugar por la falta de celebración de la primera audiencia. 
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6. Cuando el detenido fuere puesto a disposición de juez distinto del juez o tribunal que conociere o hubiere 
de conocer de la causa, y el detenido no pudiere ser puesto a disposición de este último en el plazo de 72 
horas, procederá el primero de acuerdo con lo previsto en los apartados anteriores. No obstante, una vez que 
el juez o tribunal de la causa reciba las diligencias, oirá al investigado o encausado, asistido de su abogado, 
tan pronto como le fuera posible y dictará la resolución que proceda. 

Artículo 506 

1. Las resoluciones que se dicten sobre la situación personal del investigado o encausado adoptarán la forma 
de auto. El auto que acuerde la prisión provisional o disponga su prolongación expresará los motivos por los 
que la medida se considera necesaria y proporcionada respecto de los fines que justifican su adopción. 

2. Si la causa hubiere sido declarado secreta, en el auto de prisión se expresarán los particulares del mismo 
que, para preservar la finalidad del secreto, hayan de ser omitidos de la copia que haya de notificarse. En 
ningún caso se omitirá en la notificación una sucinta descripción del hecho imputado y de cuál o cuáles de 
los fines previstos en el artículo 503 se pretende conseguir con la prisión. Cuando se alce el secreto del 
sumario, se notificará de inmediato el auto íntegro al investigado o encausado. 

3. Los autos relativos a la situación personal del investigado o encausado se pondrán en conocimiento de los 
directamente ofendidos y perjudicados por el delito cuya seguridad pudiera verse afectada por la resolución. 

Artículo 507 

1. Contra los autos que decreten, prorroguen o denieguen la prisión provisional o acuerden la libertad del 
investigado o encausado podrá ejercitarse el recurso de apelación en los términos previstos en el artículo 766, 
que gozará de tramitación preferente. El recurso contra el auto de prisión deberá resolverse en un plazo 
máximo de 30 días. 

2. Cuando en virtud de lo dispuesto en el apartado 2 del artículo anterior no se hubiere notificado 
íntegramente el auto de prisión al investigado o encausado, éste también podrá recurrir el auto íntegro 
cuando le sea notificado, de conformidad con lo dispuesto en el apartado anterior. 

Artículo 508 

1. El juez o tribunal podrá acordar que la medida de prisión provisional del investigado o encausado se 
verifique en su domicilio, con las medidas de vigilancia que resulten necesarias, cuando por razón de 
enfermedad el internamiento entrañe grave peligro para su salud. El juez o tribunal podrá autorizar que el 
investigado o encausado salga de su domicilio durante las horas necesarias para el tratamiento de su 
enfermedad, siempre con la vigilancia precisa. 

2. En los casos en los que el investigado o encausado se hallara sometido a tratamiento de desintoxicación o 
deshabituación a sustancias estupefacientes y el ingreso en prisión pudiera frustrar el resultado de dicho 
tratamiento, la medida de prisión provisional podrá ser sustituida por el ingreso en un centro oficial o de una 
organización legalmente reconocida para continuación del tratamiento, siempre que los hechos objeto del 
procedimiento sean anteriores a su inicio. En este caso el investigado o encausado no podrá salir del centro 
sin la autorización del juez o tribunal que hubiera acordado la medida. 

Artículo 509 

1. El juez de instrucción o tribunal podrá acordar excepcionalmente, mediante resolución motivada, la 
detención o prisión incomunicadas cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias: 

• a) necesidad urgente de evitar graves consecuencias que puedan poner en peligro la vida, la libertad o 
la integridad física de una persona, o 

• b) necesidad urgente de una actuación inmediata de los jueces de instrucción para evitar comprometer 
de modo grave el proceso penal. 
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2. La incomunicación durará el tiempo estrictamente necesario para practicar con urgencia diligencias 
tendentes a evitar los peligros a que se refiere el apartado anterior. La incomunicación no podrá extenderse 
más allá de cinco días. En los casos en que la prisión se acuerde en causa por alguno de los delitos a que se 
refiere el artículo 384 bis u otros delitos cometidos concertadamente y de forma organizada por dos o más 
personas, la incomunicación podrá prorrogarse por otro plazo no superior a cinco días. 

3. El auto en el que sea acordada la incomunicación o, en su caso, su prórroga deberá expresar los motivos 
por los que haya sido adoptada la medida. 

4. En ningún caso podrán ser objeto de detención incomunicada los menores de dieciséis años. 

Artículo 510 

1. El incomunicado podrá asistir con las precauciones debidas a las diligencias en que le dé intervención esta 
ley cuando su presencia no pueda desvirtuar el objeto de la incomunicación. 

2. Se permitirá al preso contar con los efectos que él se proporcione siempre y cuando a juicio de juez o 
tribunal no frustren los fines de la incomunicación. 

3. El preso no podrá realizar ni recibir comunicación alguna. No obstante, el juez o tribunal podrá autorizar 
comunicaciones que no frustren la finalidad de la prisión incomunicada y adoptará, en su caso, las medidas 
oportunas. 

4. El preso sometido a incomunicación que así lo solicite tendrá derecho a ser reconocido por un segundo 
médico forense designado por el juez o tribunal competente para conocer de los hechos. 

Artículo 511 

1. Para llevar a efecto el auto de prisión se expedirán dos mandamientos: uno a la Policía Judicial o agente 
judicial, en su caso, que haya de ejecutarlo, y otro al director del establecimiento que deba recibir al preso. 

En el mandamiento se consignarán los datos personales que consten del investigado o encausado, el delito 
que dé lugar al procedimiento y si la prisión ha de ser con comunicación o sin ella 

2. Los directores de los establecimientos no recibirán a ninguna persona en condición de preso sin que se les 
entregue mandamiento de prisión. 

3. Una vez dictado auto por el que se acuerde la libertad del preso, inmediatamente se expedirá 
mandamiento al director del establecimiento. 

Artículo 512 

Si el presunto reo no fuere habido en su domicilio y se ignorase su paradero, el Juez acordará que sea buscado 
por requisitorias que se enviarán a los Jueces de Instrucción en cuyo territorio hubiese motivo para sospechar 
que aquél se halle, expidiéndose por el Letrado de la Administración de Justicia los oficios oportunos; y en 
todo caso se publicarán aquéllas en el Boletín Oficial del Estado y el diario oficial de la Comunidad Autónoma 
respectiva, fijándose también copias autorizadas, en forma de edicto, en la Oficina del Juzgado o Tribunal que 
conociere de la causa y en la de los Jueces de instrucción a quienes se hubiese requerido. 

Artículo 513 

En la requisitoria se expresarán el nombre y apellidos, cargo, profesión u oficio, si constaren, del procesado 
rebelde, y las señas en virtud de las que pueda ser identificado, el delito por el que se le procesa, el territorio 
donde sea de presumir que se encuentra y la cárcel donde deba ser conducido. 

Artículo 514 

La requisitoria original y un ejemplar de cada periódico en que se hubiese publicado se unirán a la causa. 
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Artículo 515 

El Juez o Tribunal que hubiese acordado la prisión del procesado rebelde, y los Jueces de instrucción a quienes 
se enviaren las requisitorias, pondrán en conocimiento de las Autoridades y agentes de Policía judicial de sus 
respectivos territorios las circunstancias mencionadas en el artículo 513. 

Artículo 516 

En la resolución por la que se acuerde buscar por requisitorias, el Juez designará los particulares de la causa 
que fueren precisos para poder resolver acerca de la situación personal del requisitoriado una vez sea habido. 
Testimoniados la resolución judicial y los particulares por el Letrado de la Administración de Justicia, se 
remitirán al Juzgado de Guardia o se incluirán en el sistema informático que al efecto exista, donde quedarán 
registrados. 

Artículo 517 

Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 505.6, presentado el requisitoriado ante un Juzgado de Guardia, el 
Juez, si fuera necesario para resolver, podrá solicitar el auxilio del órgano judicial que hubiera dictado la 
requisitoria o, en su defecto, del que se hallare de guardia en este último partido judicial, a fin de que le 
facilite la documentación e información a que se refiere el artículo anterior. 

Artículo 518 

Los autos en que se decrete o deniegue la prisión o excarcelación serán apelables sólo en el efecto devolutivo. 

... 

Artículo 519 

Todas las diligencias de prisión provisional se sustanciarán en pieza separada. 

CAPÍTULO IV. DEL EJERCICIO DEL DERECHO DE DEFENSA, DE LA ASISTENCIA DE ABOGADO Y DEL 
TRATAMIENTO DE LOS DETENIDOS Y PRESOS 

Artículo 520 

1. La detención y la prisión provisional deberán practicarse en la forma que menos perjudique al detenido o 
preso en su persona, reputación y patrimonio. Quienes acuerden la medida y los encargados de practicarla 
así como de los traslados ulteriores, velarán por los derechos constitucionales al honor, intimidad e imagen 
de aquéllos, con respeto al derecho fundamental a la libertad de información. 

La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las 
averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos. Dentro de los plazos establecidos en la presente 
Ley, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o 
a disposición de la autoridad judicial. 

En el atestado deberá reflejarse el lugar y la hora de la detención y de la puesta a disposición de la autoridad 
judicial o en su caso, de la puesta en libertad. 

2. Toda persona detenida o presa será informada por escrito, en un lenguaje sencillo y accesible, en una 
lengua que comprenda y de forma inmediata, de los hechos que se le atribuyan y las razones motivadoras de 
su privación de libertad, así como de los derechos que le asisten y especialmente de los siguientes: 

• a) Derecho a guardar silencio no declarando si no quiere, a no contestar alguna o algunas de las 
preguntas que le formulen, o a manifestar que sólo declarará ante el juez. 
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• b) Derecho a no declarar contra sí mismo y a no confesarse culpable. 

• c) Derecho a designar abogado, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 1.a) del artículo 527 y a ser 
asistido por él sin demora injustificada. En caso de que, debido a la lejanía geográfica no sea posible de 
inmediato la asistencia de letrado, se facilitará al detenido comunicación telefónica o por videoconferencia 
con aquél, salvo que dicha comunicación sea imposible. 

• d) Derecho a acceder a los elementos de las actuaciones que sean esenciales para impugnar la legalidad 
de la detención o privación de libertad. 

• e) Derecho a que se ponga en conocimiento del familiar o persona que desee, sin demora injustificada, 
su privación de libertad y el lugar de custodia en que se halle en cada momento. Los extranjeros tendrán 
derecho a que las circunstancias anteriores se comuniquen a la oficina consular de su país. 

• f) Derecho a comunicarse telefónicamente, sin demora injustificada, con un tercero de su elección. Esta 
comunicación se celebrará en presencia de un funcionario de policía o, en su caso, del funcionario que 
designen el juez o el fiscal, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 527. 

• g) Derecho a ser visitado por las autoridades consulares de su país, a comunicarse y a mantener 
correspondencia con ellas. 

• h) Derecho a ser asistido gratuitamente por un intérprete, cuando se trate de extranjero que no 
comprenda o no hable el castellano o la lengua oficial de la actuación de que se trate, o de personas sordas 
o con discapacidad auditiva, así como de otras personas con dificultades del lenguaje. 

• i) Derecho a ser reconocido por el médico forense o su sustituto legal y, en su defecto, por el de la 
institución en que se encuentre, o por cualquier otro dependiente del Estado o de otras Administraciones 
Públicas. 

• j) Derecho a solicitar asistencia jurídica gratuita, procedimiento para hacerlo y condiciones para 
obtenerla. 

Asimismo, se le informará del plazo máximo legal de duración de la detención hasta la puesta a disposición 
de la autoridad judicial y del procedimiento por medio del cual puede impugnar la legalidad de su detención. 

Cuando no se disponga de una declaración de derechos en una lengua que comprenda el detenido, se le 
informará de sus derechos por medio de un intérprete tan pronto resulte posible. En este caso, deberá 
entregársele, posteriormente y sin demora indebida, la declaración escrita de derechos en una lengua que 
comprenda. 

En todos los casos se permitirá al detenido conservar en su poder la declaración escrita de derechos durante 
todo el tiempo de la detención. 

2 bis. La información a que se refiere el apartado anterior se facilitará en un lenguaje comprensible y que 
resulte accesible al destinatario. A estos efectos se adaptará la información a su edad, grado de madurez, 
discapacidad y cualquier otra circunstancia personal de la que pueda derivar una limitación de la capacidad 
para entender el alcance de la información que se le facilita. 

3. Si el detenido fuere extranjero, se comunicará al cónsul de su país el hecho de su detención y el lugar de 
custodia y se le permitirá la comunicación con la autoridad consular. En caso de que el detenido tenga dos o 
más nacionalidades, podrá elegir a qué autoridades consulares debe informarse de que se encuentra privado 
de libertad y con quién desea comunicarse. 

4. Si se tratare de un menor, será puesto a disposición de las Secciones de Menores de la Fiscalía y se 
comunicará el hecho y el lugar de custodia a quienes ejerzan la patria potestad, la tutela o la guarda de hecho 
del mismo, tan pronto se tenga constancia de la minoría de edad. 
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En caso de conflicto de intereses con quienes ejerzan la patria potestad, la tutela o la guarda de hecho del 
menor, se le nombrará un defensor judicial a quien se pondrá en conocimiento del hecho y del lugar de 
detención. 

Si el detenido tuviere su capacidad modificada judicialmente, la información prevista en el apartado 2 de este 
artículo se comunicará a quienes ejerzan la tutela o guarda de hecho del mismo, dando cuenta al Ministerio 
Fiscal. 

Si el detenido menor o con capacidad modificada judicialmente fuera extranjero, el hecho de la detención se 
notificará de oficio al Cónsul de su país. 

5. El detenido designará libremente abogado y si no lo hace será asistido por un abogado de oficio. Ninguna 
autoridad o agente le efectuará recomendación alguna sobre el abogado a designar más allá de informarle 
de su derecho. 

La autoridad que tenga bajo su custodia al detenido comunicará inmediatamente al Colegio de Abogados el 
nombre del designado por el detenido para asistirle a los efectos de su localización y transmisión del encargo 
profesional o, en su caso, le comunicará la petición de nombramiento de abogado de oficio. 

Si el detenido no hubiere designado abogado, o el elegido rehusare el encargo o no fuere hallado, el Colegio 
de Abogados procederá de inmediato al nombramiento de un abogado del turno de oficio. 

El abogado designado acudirá al centro de detención con la máxima premura, siempre dentro del plazo 
máximo de tres horas desde la recepción del encargo. Si en dicho plazo no compareciera, el Colegio de 
Abogados designará un nuevo abogado del turno de oficio que deberá comparecer a la mayor brevedad y 
siempre dentro del plazo indicado, sin perjuicio de la exigencia de la responsabilidad disciplinaria en que haya 
podido incurrir el incompareciente. 

6. La asistencia del abogado consistirá en: 

• a) Solicitar, en su caso, que se informe al detenido o preso de los derechos establecidos en el apartado 
2 y que se proceda, si fuera necesario, al reconocimiento médico señalado en su letra i). 

• b) Intervenir en las diligencias de declaración del detenido, en las diligencias de reconocimiento de que 
sea objeto y en las de reconstrucción de los hechos en que participe el detenido. El abogado podrá solicitar 
al juez o funcionario que hubiesen practicado la diligencia en la que haya intervenido, una vez terminada 
ésta, la declaración o ampliación de los extremos que considere convenientes, así como la consignación en 
el acta de cualquier incidencia que haya tenido lugar durante su práctica. 

• c) Informar al detenido de las consecuencias de la prestación o denegación de consentimiento a la 
práctica de diligencias que se le soliciten. 

Si el detenido se opusiera a la recogida de las muestras mediante frotis bucal, conforme a las previsiones 
de la Ley Orgánica 10/2007, de 8 de octubre, reguladora de la base de datos policial sobre identificadores 
obtenidos a partir del ADN, el juez de instrucción, a instancia de la Policía Judicial o del Ministerio Fiscal, 
podrá imponer la ejecución forzosa de tal diligencia mediante el recurso a las medidas coactivas mínimas 
indispensables, que deberán ser proporcionadas a las circunstancias del caso y respetuosas con su dignidad. 

• d) Entrevistarse reservadamente con el detenido, incluso antes de que se le reciba declaración por la 
policía, el fiscal o la autoridad judicial, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 527. 

7. Las comunicaciones entre el investigado o encausado y su abogado tendrán carácter confidencial en los 
mismos términos y con las mismas excepciones previstas en el apartado 4 del artículo 118. 

8. No obstante, el detenido o preso podrá renunciar a la preceptiva asistencia de abogado si su detención 
lo fuere por hechos susceptibles de ser tipificados exclusivamente como delitos contra la seguridad del 
tráfico, siempre que se le haya facilitado información clara y suficiente en un lenguaje sencillo y 

https://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/lo10-2007.html
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comprensible sobre el contenido de dicho derecho y las consecuencias de la renuncia. El detenido podrá 
revocar su renuncia en cualquier momento. 

Artículo 520 bis 

1. Toda persona detenida como presunto partícipe de alguno de los delitos a que se refiere el artículo 384 
bis será puesta a disposición del Juez competente dentro de las setenta y dos horas siguientes a la detención. 

No obstante, podrá prolongarse la detención el tiempo necesario para los fines investigadores, hasta un 
límite máximo de otras cuarenta y ocho horas, siempre que, solicitada tal prórroga mediante comunicación 
motivada dentro de las primeras cuarenta y ocho horas desde la detención, sea autorizada por el Juez en 
las veinticuatro horas siguientes. Tanto la autorización cuanto la denegación de la prórroga se adoptarán 
en resolución motivada. 

2. Detenida una persona por los motivos expresados en el número anterior, podrá solicitarse del Juez que 
decrete su incomunicación, el cual deberá pronunciarse sobre la misma, en resolución motivada, en el plazo 
de veinticuatro horas. Solicitada la incomunicación, el detenido quedará en todo caso incomunicado sin 
perjuicio del derecho de defensa que le asiste y de lo establecido en los artículos 520 y 527, hasta que el Juez 
hubiere dictado la resolución pertinente. 

3. Durante la detención, el Juez podrá en todo momento requerir información y conocer, personalmente o 
mediante delegación en el Juez de Instrucción del partido o demarcación donde se encuentre el detenido, la 
situación de éste. 

Artículo 520 ter 

A los detenidos en espacios marinos por la presunta comisión de los delitos contemplados en el artículo 
23.4.d) de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial,---d) Delitos de piratería, terrorismo, 
tráfico ilegal de drogas tóxicas, estupefacientes o sustancias psicotrópicas, trata de seres humanos, contra 
los derechos de los ciudadanos extranjeros y delitos contra la seguridad de la navegación marítima que se 
cometan en los espacios marinos, en los supuestos previstos en los tratados ratificados por España o en 
actos normativos de una Organización Internacional de la que España sea parte. -----les serán aplicados los 
derechos reconocidos en el presente capítulo en la medida que resulten compatibles con los medios 
personales y materiales existentes a bordo del buque o aeronave que practique la detención, debiendo ser 
puestos en libertad o a disposición de la autoridad judicial competente tan pronto como sea posible, sin que 
pueda exceder del plazo máximo de setenta y dos horas. La puesta a disposición judicial podrá realizarse por 
los medios telemáticos de los que disponga el buque o aeronave, cuando por razón de la distancia o su 
situación de aislamiento no sea posible llevar a los detenidos a presencia física de la autoridad judicial dentro 
del indicado plazo. 

Artículo 527 

1. En los supuestos del artículo 509, ( prisión incomunicada) el detenido o preso podrá ser privado de los 
siguientes derechos si así lo justifican las circunstancias del caso: 

• a) Designar un abogado de su confianza. 

• b) Comunicarse con todas o alguna de las personas con las que tenga derecho a hacerlo, salvo con la 
autoridad judicial, el Ministerio Fiscal y el Médico Forense. 

• c) Entrevistarse reservadamente con su abogado. 

• d) Acceder él o su abogado a las actuaciones, salvo a los elementos esenciales para poder impugnar la 
legalidad de la detención. 

2. La incomunicación o restricción de otro derecho del apartado anterior será acordada por auto. Cuando la 
restricción de derechos sea solicitada por la Policía Judicial o por el Ministerio Fiscal se entenderán acordadas 

https://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/lo6-1985.l1t1.html#I714
https://noticias.juridicas.com/base_datos/Admin/lo6-1985.l1t1.html#I714
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las medidas previstas por el apartado 1 que hayan sido instadas por un plazo máximo de veinticuatro horas, 
dentro del cual el juez habrá de pronunciarse sobre la solicitud, así como sobre la pertinencia de acordar el 
secreto de las actuaciones. La incomunicación y la aplicación al detenido o preso de alguna de las excepciones 
referidas en el apartado anterior será acordada por auto debiéndose motivar las razones que justifican la 
adopción de cada una de las excepciones al régimen general de conformidad con lo dispuesto en el artículo 
509. 

El juez controlará efectivamente las condiciones en que se desarrolle la incomunicación, a cuyo efecto podrá 
requerir información a fin de constatar el estado del detenido o preso y el respeto a sus derechos. 

3. Los reconocimientos médicos al detenido a quien se le restrinja el derecho a comunicarse con todas o 
alguna de las personas con las que tenga derecho a hacerlo se realizarán con una frecuencia de al menos dos 
reconocimientos cada veinticuatro horas, según criterio facultativo. 

TÍTULO VII. De la libertad provisional del procesado 

Artículo 528 

La prisión provisional sólo durará lo que subsistan los motivos que la hayan ocasionado. 

El detenido o preso será puesto en libertad en cualquier estado de la causa en que resulte su inocencia. 

Todas las Autoridades que intervengan en un proceso estarán obligadas a dilatar lo menos posible la 
detención y la prisión provisional de los inculpados o procesados. 

Artículo 529 

Cuando no se hubiere acordado la prisión provisional del investigado o encausado, el juez o tribunal decretará, 
con arreglo a lo previsto en el artículo 505, si el investigado o encausado ha de dar o no fianza para continuar 
en libertad provisional. 

En el mismo auto, si el juez o tribunal decretare la fianza, fijará la calidad y cantidad de la que hubiere de 
prestar. 

Este auto se notificará al investigado o encausado, al Ministerio Fiscal y a las demás partes personadas y será 
recurrible de acuerdo con lo previsto en el artículo 507. 

Artículo 529 bis 

Cuando se decrete el procesamiento de persona autorizada para conducir vehículos de motor por delito 
cometido con motivo de su conducción, si el procesado ha de estar en libertad, el Juez, discrecionalmente, 
podrá privarle provisionalmente de usar el permiso, mandando que se recoja e incorpore al proceso el 
documento en el que conste. El Letrado de la Administración de Justicia lo comunicará al organismo 
administrativo que lo haya expedido. 

Artículo 530 

El investigado o encausado que hubiere de estar en libertad provisional, con o sin fianza, constituirá apud 
acta obligación de comparecer en los días que le fueren señalados en el auto respectivo, y además cuantas 
veces fuere llamado ante el juez o tribunal que conozca de la causa. Para garantizar el cumplimiento de esta 
obligación, el juez o tribunal podrá acordar motivadamente la retención de su pasaporte. 

Artículo 531 

Para determinar la calidad y cantidad de la fianza se tomarán en cuenta la naturaleza del delito, el estado 
social y antecedentes del procesado y las demás circunstancias que pudieren influir en el mayor o menor 
interés de éste para ponerse fuera del alcance de la Autoridad judicial. 
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Artículo 532 

La fianza se destinará a responder de la comparecencia del procesado cuando fuere llamado por el Juez o 
Tribunal que conozca de la causa. Su importe servirá para satisfacer las costas causadas en el ramo separado 
formado para su constitución, y el resto se adjudicará al Estado. 

Artículo 533 

Es aplicable a las fianzas que se ofrezcan para obtener la libertad provisional de un procesado todo cuanto a 
su naturaleza, manera de constituirse, de ser admitidas y calificadas y de sustituirse, se determina en los 
artículos 591 y siguientes hasta el 596 inclusive del título IX de este libro. 

Artículo 534 

Si al primer llamamiento judicial no compareciere el acusado o no justificare la imposibilidad de hacerlo, el 
Letrado de la Administración de Justicia señalará al fiador personal o al dueño de los bienes de cualquier clase 
dados en fianza el término de diez días para que presente al rebelde. 

Artículo 535 

Si el fiador personal o dueño de los bienes de la fianza no presentare al rebelde en el término fijado, se 
procederá a hacer ésta efectiva, declarándose adjudicada al Estado y haciendo entrega de ella a la 
Administración más próxima de Rentas, con deducción de las costas indicadas al final del artículo 532. 

Artículo 536 

Para realizar toda fianza el Letrado de la Administración de Justicia procederá por la vía de apremio de 
conformidad con lo dispuesto en el Capítulo IV, Título IV, del Libro III de la Ley de Enjuiciamiento Civil 

Si se tratare de una fianza personal, se procederá también por la vía de apremio contra los bienes del fiador 
hasta hacer efectiva la cantidad que se haya fijado al admitir la referida fianza. 

Artículo 537 

Cuando los bienes de la fianza fueren del dominio del procesado, se realizará y adjudicará ésta al Estado 
inmediatamente que aquél dejare de comparecer al llamamiento judicial o de justificar la imposibilidad de 
hacerlo. 

Artículo 538 

En todas las diligencias de enajenación de bienes de las fianzas y de la entrega de su importe en las 
Administraciones de Hacienda pública intervendrá el Ministerio Fiscal. 

El Fiscal de la Audiencia podrá delegar su intervención en el Fiscal municipal donde se encuentre el Juez de 
instrucción, o bien reclamar que se le remita el expediente cuando tenga estado, procurando, a ser posible, 
deducir sus pretensiones en un solo dictamen. 

Artículo 539 

Los autos de prisión y libertad provisionales y de fianza serán reformables durante todo el curso de la causa. 

En su consecuencia, el investigado o encausado podrá ser preso y puesto en libertad cuantas veces sea 
procedente, y la fianza podrá ser modificada en lo que resulte necesario para asegurar las consecuencias del 
juicio. 

Para acordar la prisión o la libertad provisional con fianza de quien estuviere en libertad o agravar las 
condiciones de la libertad provisional ya acordada sustituyéndola por la de prisión o libertad provisional con 

https://noticias.juridicas.com/base_datos/Privado/l1-2000.html
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fianza, se requerirá solicitud del Ministerio Fiscal o de alguna parte acusadora, resolviéndose previa 
celebración de la comparecencia a que se refiere el artículo 505. 

No obstante, si a juicio del juez o tribunal concurrieren los presupuestos del artículo 503, procederá a dictar 
auto de reforma de la medida cautelar, o incluso de prisión, si el investigado o encausado se encontrase en 
libertad, pero debiendo convocar, para dentro de las 72 horas siguientes, a la indicada comparecencia. 

Siempre que el Juez o Tribunal entienda que procede la libertad o la modificación de la libertad provisional 
en términos más favorables al sometido a la medida, podrá acordarla, en cualquier momento, de oficio y sin 
someterse a la petición de parte. 

Artículo 540 

Si el procesado no presenta o amplía la fianza en el término que se le señale, será reducido a prisión. 

Artículo 541 

Se cancelará la fianza: 

• 1.º Cuando el fiador lo pidiere, presentando a la vez al procesado. 

• 2.º Cuando éste fuere reducido a prisión. 

• 3.º Cuando se dictare auto firme de sobreseimiento o sentencia firme absolutoria o, cuando siendo 
condenatoria, se presentare el reo para cumplir la condena. 

• 4.º Por muerte del procesado, estando pendiente la causa. 

Artículo 542 

Si se hubiere dictado sentencia firme condenatoria y el procesado no compareciere al primer llamamiento o 
no justificare la imposibilidad de hacerlo, se adjudicará la fianza al Estado en los términos establecidos en el 
artículo 535. 

Artículo 543 

Una vez adjudicada la fianza, no tendrá acción el fiador para pedir la devolución, quedándose a salvo su 
derecho para reclamar la indemnización contra el procesado o sus causahabientes. 

Artículo 544 

Las diligencias de prisión y libertad provisionales y fianzas se sustanciarán en pieza separada. 

Artículo 544 bis 

En los casos en los que se investigue un delito de los mencionados en el artículo 57 del Código Penal, ----
homicidio, aborto, lesiones, contra la libertad, de torturas y contra la integridad moral, trata de seres 
humanos, contra la libertad e indemnidad sexuales, la intimidad, el derecho a la propia imagen y la 
inviolabilidad del domicilio, el honor, el patrimonio, el orden socioeconómico y las relaciones familiares --
--el Juez o Tribunal podrá, de forma motivada y cuando resulte estrictamente necesario al fin de protección 
de la víctima, imponer cautelarmente al inculpado la prohibición de residir en un determinado lugar, barrio, 
municipio, provincia u otra entidad local, o Comunidad Autónoma. 

En las mismas condiciones podrá imponerle cautelarmente la prohibición de acudir a determinados lugares, 
barrios, municipios, provincias u otras entidades locales, o Comunidades Autónomas, o de aproximarse o 
comunicarse, con la graduación que sea precisa, a determinadas personas. 

https://noticias.juridicas.com/base_datos/Penal/lo10-1995.l1t3.html#I4592
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Para la adopción de estas medidas se tendrá en cuenta la situación económica del inculpado y los 
requerimientos de su salud, situación familiar y actividad laboral. Se atenderá especialmente a la posibilidad 
de continuidad de esta última, tanto durante la vigencia de la medida como tras su finalización. 

En caso de incumplimiento por parte del inculpado de la medida acordada por el juez o tribunal, éste 
convocará la comparecencia regulada en el artículo 505 para la adopción de la prisión provisional en los 
términos del artículo 503, de la orden de protección prevista en el artículo 544 ter o de otra medida cautelar 
que implique una mayor limitación de su libertad personal, para lo cual se tendrán en cuenta la incidencia del 
incumplimiento, sus motivos, gravedad y circunstancias, sin perjuicio de las responsabilidades que del 
incumplimiento pudieran resultar 

En el caso de que se investigue alguno de los delitos mencionados en el artículo 3 de la Ley Orgánica de 
Garantía Integral de la Libertad Sexual, de acordarse alguna de las medidas de protección de la víctima 
previstas en este precepto, podrá acordarse mediante resolución motivada la utilización de dispositivos 
telemáticos para el control de su cumplimiento. 

Artículo 544 ter 

1. El Juez de Instrucción dictará orden de protección para las víctimas de violencia doméstica en los casos en 
que, existiendo indicios fundados de la comisión de un delito o falta contra la vida, integridad física o moral, 
libertad sexual, libertad o seguridad de alguna de las personas mencionadas en el artículo 173.2 del Código 
Penal, resulte una situación objetiva de riesgo para la víctima que requiera la adopción de alguna de las 
medidas de protección reguladas en este artículo. 

2. La orden de protección será acordada por el juez de oficio o a instancia de la víctima o persona que tenga 
con ella alguna de las relaciones indicadas en el apartado anterior, o del Ministerio Fiscal. 

Sin perjuicio del deber general de denuncia previsto en el artículo 262 de esta ley, las entidades u organismos 
asistenciales, públicos o privados, que tuvieran conocimiento de alguno de los hechos mencionados en el 
apartado anterior deberán ponerlos inmediatamente en conocimiento del juez de guardia o del Ministerio 
Fiscal con el fin de que se pueda incoar o instar el procedimiento para la adopción de la orden de protección. 

3. La orden de protección podrá solicitarse directamente ante la autoridad judicial o el Ministerio Fiscal, o 
bien ante las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, las oficinas de atención a la víctima o los servicios sociales o 
instituciones asistenciales dependientes de las Administraciones públicas. Dicha solicitud habrá de ser 
remitida de forma inmediata al juez competente. En caso de suscitarse dudas acerca de la competencia 
territorial del juez, deberá iniciar y resolver el procedimiento para la adopción de la orden de protección el 
juez ante el que se haya solicitado ésta, sin perjuicio de remitir con posterioridad las actuaciones a aquel que 
resulte competente. 

Los servicios sociales y las instituciones referidas anteriormente facilitarán a las víctimas de la violencia 
doméstica a las que hubieran de prestar asistencia la solicitud de la orden de protección, poniendo a su 
disposición con esta finalidad información, formularios y, en su caso, canales de comunicación telemáticos 
con la Administración de Justicia y el Ministerio Fiscal. 

4. Recibida la solicitud de orden de protección, el Juez de guardia, en los supuestos mencionados en el 
apartado 1 de este artículo, convocará a una audiencia urgente a la víctima o su representante legal, al 
solicitante y al presunto agresor, asistido, en su caso, de Abogado. Asimismo será convocado el Ministerio 
Fiscal. 

Esta audiencia se podrá sustanciar simultáneamente con la prevista en el artículo 505 cuando su convocatoria 
fuera procedente, con la audiencia regulada en el artículo 798 en aquellas causas que se tramiten conforme 
al procedimiento previsto en el Título III del Libro IV de esta Ley o, en su caso, con el acto del juicio de faltas. 
Cuando excepcionalmente no fuese posible celebrar la audiencia durante el servicio de guardia, el Juez ante 
el que hubiera sido formulada la solicitud la convocará en el plazo más breve posible. En cualquier caso la 
audiencia habrá de celebrarse en un plazo máximo de setenta y dos horas desde la presentación de la solicitud. 
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Durante la audiencia, el Juez de guardia adoptará las medidas oportunas para evitar la confrontación entre el 
presunto agresor y la víctima, sus hijos y los restantes miembros de la familia. A estos efectos dispondrá que 
su declaración en esta audiencia se realice por separado. 

Celebrada la audiencia, el Juez de guardia resolverá mediante auto lo que proceda sobre la solicitud de la 
orden de protección, así como sobre el contenido y vigencia de las medidas que incorpore. Sin perjuicio de 
ello, el Juez de instrucción podrá adoptar en cualquier momento de la tramitación de la causa las medidas 
previstas en el artículo 544 bis. 

5. La orden de protección confiere a la víctima de los hechos mencionados en el apartado 1 un estatuto 
integral de protección que comprenderá las medidas cautelares de orden civil y penal contempladas en este 
artículo y aquellas otras medidas de asistencia y protección social establecidas en el ordenamiento jurídico. 

La orden de protección podrá hacerse valer ante cualquier autoridad y Administración pública. 

6. Las medidas cautelares de carácter penal podrán consistir en cualesquiera de las previstas en la legislación 
procesal criminal. Sus requisitos, contenido y vigencia serán los establecidos con carácter general en esta ley. 
Se adoptarán por el Juez de instrucción atendiendo a la necesidad de protección integral e inmediata de la 
víctima y, en su caso, de las personas sometidas a su patria potestad, tutela, curatela, guarda o acogimiento. 

7. Las medidas de naturaleza civil deberán ser solicitadas por la víctima o su representante legal, o bien por 
el Ministerio Fiscal cuando existan hijos menores o personas con la capacidad judicialmente modificada, 
determinando su régimen de cumplimiento y, si procediera, las medidas complementarias a ellas que fueran 
precisas, siempre que no hubieran sido previamente acordadas por un órgano del orden jurisdiccional civil, y 
sin perjuicio de las medidas previstas en el artículo 158 del Código Civil. Cuando existan menores o personas 
con discapacidad necesitadas de especial protección que convivan con la víctima y dependan de ella, el Juez 
deberá pronunciarse en todo caso, incluso de oficio, sobre la pertenencia de la adopción de las referidas 
medidas. 

Estas medidas podrán consistir en la forma en que se ejercerá la patria potestad, acogimiento, tutela, curatela 
o guarda de hecho, atribución del uso y disfrute de la vivienda familiar, determinar el régimen de guarda y 
custodia, suspensión o mantenimiento del régimen de visitas, comunicación y estancia con los menores o 
personas con discapacidad necesitadas de especial protección, el régimen de prestación de alimentos, así 
como cualquier disposición que se considere oportuna a fin de apartarles de un peligro o de evitarles 
perjuicios. 

Cuando se dicte una orden de protección con medidas de contenido penal y existieran indicios fundados de 
que los hijos e hijas menores de edad hubieran presenciado, sufrido o convivido con la violencia a la que se 
refiere el apartado 1 de este artículo, la autoridad judicial, de oficio o a instancia de parte, suspenderá el 
régimen de visitas, estancia, relación o comunicación del inculpado respecto de los menores que dependan 
de él. No obstante, a instancia de parte, la autoridad judicial podrá no acordar la suspensión mediante 
resolución motivada en el interés superior del menor y previa evaluación de la situación de la relación 
paternofilial. 

Las medidas de carácter civil contenidas en la orden de protección tendrán una vigencia temporal de treinta 
días. Si dentro de este plazo fuese incoado a instancia de la víctima o de su representante legal un proceso 
de familia ante la jurisdicción civil, las medidas adoptadas permanecerán en vigor durante los treinta días 
siguientes a la presentación de la demanda. En este término las medidas deberán ser ratificadas, modificadas 
o dejadas sin efecto por el Juez de primera instancia que resulte competente. 

8. La orden de protección será notificada a las partes, y comunicada por el Letrado de la Administración de 
Justicia inmediatamente, mediante testimonio íntegro, a la víctima y a las Administraciones públicas 
competentes para la adopción de medidas de protección, sean éstas de seguridad o de asistencia social, 
jurídica, sanitaria, psicológica o de cualquier otra índole. A estos efectos se establecerá reglamentariamente 
un sistema integrado de coordinación administrativa que garantice la agilidad de estas comunicaciones. 
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9. La orden de protección implicará el deber de informar permanentemente a la víctima sobre la situación 
procesal del investigado o encausado así como sobre el alcance y vigencia de las medidas cautelares 
adoptadas. En particular, la víctima será informada en todo momento de la situación penitenciaria del 
presunto agresor. A estos efectos se dará cuenta de la orden de protección a la Administración penitenciaria. 

10. La orden de protección será inscrita en el Registro Central para la Protección de las Víctimas de la Violencia 
Doméstica y de Género. 

11. En aquellos casos en que durante la tramitación de un procedimiento penal en curso surja una situación 
de riesgo para alguna de las personas vinculadas con el investigado o encausado por alguna de las relaciones 
indicadas en el apartado 1 de este artículo, el Juez o Tribunal que conozca de la causa podrá acordar la orden 
de protección de la víctima con arreglo a lo establecido en los apartados anteriores. 

Artículo 544 quáter 

1. Cuando se haya procedido a la imputación de una persona jurídica, las medidas cautelares que podrán 
imponérsele son las expresamente previstas en la Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código 
Penal. 

2. La medida se acordará previa petición de parte y celebración de vista, a la que se citará a todas las partes 
personadas. El auto que decida sobre la medida cautelar será recurrible en apelación, cuya tramitación tendrá 
carácter preferente. 

Artículo 544 quinquies 

1. En los casos en los que se investigue un delito de los mencionados en el artículo 57 del Código Penal, el 
Juez o Tribunal, cuando resulte necesario al fin de protección de la víctima menor de edad o con la capacidad 
judicialmente modificada, en su caso, adoptará motivadamente alguna de las siguientes medidas: 

a) Suspender la patria potestad de alguno de los progenitores. En este caso podrá fijar un régimen de visitas 
o comunicación en interés del menor o persona con capacidad judicialmente modificada y, en su caso, las 
condiciones y garantías con que debe desarrollarse. 

b) Suspender la tutela, curatela, guarda o acogimiento. 

c) Establecer un régimen de supervisión del ejercicio de la patria potestad, tutela o de cualquier otra función 
tutelar o de protección o apoyo sobre el menor o persona con la capacidad judicialmente modificada, sin 
perjuicio de las competencias propias del Ministerio Fiscal y de las entidades públicas competentes. 

d) Suspender o modificar el régimen de visitas o comunicación con el no conviviente o con otro familiar que 
se encontrara en vigor, cuando resulte necesario para garantizar la protección del menor o de la persona con 
capacidad judicialmente modificada. 

2. Cuando en el desarrollo del proceso se ponga de manifiesto la existencia de una situación de riesgo o 
posible desamparo de un menor y, en todo caso, cuando fueran adoptadas algunas de las medidas de las 
letras a) o b) del apartado anterior, el Letrado de la Administración de Justicia lo comunicará inmediatamente 
a la entidad pública competente que tenga legalmente encomendada la protección de los menores, así como 
al Ministerio Fiscal, a fin de que puedan adoptar las medidas de protección que resulten necesarias. A los 
mismos efectos se les notificará su alzamiento o cualquier otra modificación, así como la resolución a la que 
se refiere el apartado 3. 

3. Una vez concluido el procedimiento, el Juez o Tribunal, valorando exclusivamente el interés de la persona 
afectada, ratificará o alzará las medidas de protección que hubieran sido adoptadas. El Ministerio Fiscal y las 
partes afectadas por la medida podrán solicitar al Juez su modificación o alzamiento conforme al 
procedimiento previsto en el artículo 770 Ley de Enjuiciamiento Civil. 
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TÍTULO IX. De las fianzas y embargos 

Artículo 589 

Cuando del sumario resulten indicios de criminalidad contra una persona, se mandará por el Juez que preste 
fianza bastante para asegurar las responsabilidades pecuniarias que en definitiva puedan declararse 
procedentes, decretándose en el mismo auto el embargo de bienes suficientes para cubrir dichas 
responsabilidades si no prestare la fianza. 

La cantidad de ésta se fijará en el mismo auto y no podrá bajar de la tercera parte más de todo el importe 
probable de las responsabilidades pecuniarias. 

Artículo 590 

Todas las diligencias sobre fianzas y embargos se instruirán en pieza separada. 

Artículo 591 

La fianza podrá ser personal, pignoraticia o hipotecaria, o mediante caución que podrá constituirse en dinero 
efectivo, mediante aval solidario de duración indefinida y pagadero a primer requerimiento emitido por 
entidad de crédito o sociedad de garantía recíproca o por cualquier medio que, a juicio del Juez o Tribunal, 
garantice la inmediata disponibilidad, en su caso, de la cantidad de que se trate. 

Artículo 592 

Podrá ser fiador personal todo español de buena conducta y avecindado dentro del territorio del Tribunal que 
esté en el pleno goce de los derechos civiles y políticos y venga pagando con tres años de anticipación una 
contribución que, a juicio del instructor, corresponda a la propiedad de bienes o al ejercicio de industria, 
suficientes para acreditar su arraigo y su solvencia para el pago de las responsabilidades que eventualmente 
puedan exigirse. 

No se admitirá como fiador al que lo sea o hubiese sido de otro hasta que esté cancelada la primera fianza, a 
no ser que tenga, a juicio del Juez o Tribunal, responsabilidad notoria para ambas. 

Cuando se declare bastante la fianza personal, se fijará también la cantidad de que el fiador ha de responder. 

Artículo 593 

La fianza hipotecaria podrá sustituirse por otra en metálico, efectos públicos, o valores y demás muebles de 
los enumerados en el artículo 591, en la siguiente proporción: el valor de los bienes de la hipoteca será doble 
que el del metálico señalado para la fianza, y una cuarta parte más que éste el de los efectos o valores al 
precio de cotización. Si la sustitución se hiciere por cualesquiera otros muebles dados en prenda, deberá ser 
el valor de éstos doble que el de la fianza constituida en metálico. 

Artículo 594 

Los bienes de las fianzas hipotecaria y pignoraticia serán tasados por dos peritos nombrados por el Juez 
instructor o Tribunal que conozca de la causa, y los títulos de propiedad relativos a las fincas ofrecidas en 
hipoteca se examinarán por el Ministerio Fiscal, debiendo declararse suficientes por el mismo Juez o Tribunal 
cuando así proceda. 

Artículo 595 

La fianza hipotecaria podrá otorgarse por escritura pública o «apud acta», librándose en este último caso el 
correspondiente mandamiento para su inscripción en el Registro de la Propiedad. 

Devuelto el mandamiento por el Registrador, se unirá a la causa. 
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También se unirá a ella el resguardo que acredite el depósito del metálico, así como el de los efectos públicos 
y demás valores en los casos en que se constituya de esta manera la fianza. 

Artículo 596 

Contra los autos que el Juez dicte calificando la suficiencia de las fianzas procederá el recurso de apelación. 

Artículo 597 

Si en el día siguiente al de la notificación del auto dictado con arreglo a lo dispuesto en el artículo 589 no se 
prestase la fianza, se procederá al embargo de bienes del procesado, requiriéndole para que señale los 
suficientes a cubrir la cantidad que se hubiese fijado para las responsabilidades pecuniarias. 

Artículo 598 

Cuando el procesado no fuere habido, se hará el requerimiento a su mujer, hijos, apoderado, criados o 
personas que se encuentren en su domicilio. 

Si no se encontrare ninguna, o si las que se encontraren, o el procesado o apoderado en su caso no quisieren 
señalar bienes, se procederá a embargar los que se reputen de la pertenencia del procesado, guardándose el 
orden establecido en el artículo 592 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, bajo la prohibición contenida en los 
artículos 605 y 606 de la misma, y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 584 de la citada Ley. 

Artículo 599 

Cuando señalaren bienes y el alguacil encargado de hacer el embargo creyese que los señalados no son 
suficientes, embargará además los que considere necesarios, sujetándose a lo prescrito en el artículo anterior. 

Artículo 600 

Las demás actuaciones que se practiquen en ejecución del auto a que se refiere el artículo 589 se regirán por 
los artículos 738.2 y 738.3 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, con la especialidad establecida en el artículo 597 
de la presente Ley respecto al requerimiento al procesado para que señale bienes. 

Artículo 611 

Si durante el curso del juicio sobrevinieren motivos bastantes para creer que las responsabilidades 
pecuniarias que en definitiva puedan exigirse excederán de la cantidad prefijada para asegurarlas, se mandará 
por auto ampliar la fianza o embargo. 

Artículo 612 

También se dictará auto mandando reducir la fianza y el embargo a menor cantidad que la prefijada, si 
resultasen motivos bastantes para creer que la cantidad mandada afianzar es superior a las responsabilidades 
pecuniarias que en definitiva pudieren imponerse al procesado. 

Artículo 613 

Cuando llegue el caso de tener que hacer efectivas las responsabilidades pecuniarias a que se refiere este 
título, se procederá de la manera prescrita en el artículo 536. 

Artículo 614 

En todo lo que no esté previsto en este título, los Jueces y Tribunales aplicarán lo dispuesto en la legislación 
civil sobre fianzas y embargos. 
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Artículo 614 bis 

Una vez iniciado el proceso penal por delito contra la Hacienda Pública, el juez de lo penal decidirá acerca de 
las pretensiones referidas a las medidas cautelares adoptadas al amparo del artículo 81 de la Ley General 
Tributaria. 

Disposiciones comunes a la interceptación de las comunicaciones telefónicas y telemáticas, la 
captación y grabación de comunicaciones orales mediante la utilización de dispositivos electrónicos, 
la utilización de dispositivos técnicos de seguimiento, localización y captación de la imagen, el 
registro de dispositivos de almacenamiento masivo de información y los registros remotos sobre 
equipos informáticos 

Artículo 588 bis a Principios rectores 

1. Durante la instrucción de las causas se podrá acordar alguna de las medidas de investigación reguladas en 
el presente capítulo siempre que medie autorización judicial dictada con plena sujeción a los principios de 
especialidad, idoneidad, excepcionalidad, necesidad y proporcionalidad de la medida. 

2. El principio de especialidad exige que una medida esté relacionada con la investigación de un delito 
concreto. No podrán autorizarse medidas de investigación tecnológica que tengan por objeto prevenir o 
descubrir delitos o despejar sospechas sin base objetiva. 

3. El principio de idoneidad servirá para definir el ámbito objetivo y subjetivo y la duración de la medida en 
virtud de su utilidad. 

4. En aplicación de los principios de excepcionalidad y necesidad solo podrá acordarse la medida: 

• a) cuando no estén a disposición de la investigación, en atención a sus características, otras medidas 
menos gravosas para los derechos fundamentales del investigado o encausado e igualmente útiles para el 
esclarecimiento del hecho, o 

• b) cuando el descubrimiento o la comprobación del hecho investigado, la determinación de su autor o 
autores, la averiguación de su paradero, o la localización de los efectos del delito se vea gravemente 
dificultada sin el recurso a esta medida. 

5. Las medidas de investigación reguladas en este capítulo solo se reputarán proporcionadas cuando, 
tomadas en consideración todas las circunstancias del caso, el sacrificio de los derechos e intereses afectados 
no sea superior al beneficio que de su adopción resulte para el interés público y de terceros. Para la 
ponderación de los intereses en conflicto, la valoración del interés público se basará en la gravedad del hecho, 
su trascendencia social o el ámbito tecnológico de producción, la intensidad de los indicios existentes y la 
relevancia del resultado perseguido con la restricción del derecho. 

Artículo 588 bis b Solicitud de autorización judicial 

1. El juez podrá acordar las medidas reguladas en este capítulo de oficio o a instancia del Ministerio Fiscal o 
de la Policía Judicial. 

2. Cuando el Ministerio Fiscal o la Policía Judicial soliciten del juez de instrucción una medida de investigación 
tecnológica, la petición habrá de contener: 

• 1.º La descripción del hecho objeto de investigación y la identidad del investigado o de cualquier otro 
afectado por la medida, siempre que tales datos resulten conocidos. 

• 2.º La exposición detallada de las razones que justifiquen la necesidad de la medida de acuerdo a los 
principios rectores establecidos en el artículo 588 bis a, así como los indicios de criminalidad que se hayan 
puesto de manifiesto durante la investigación previa a la solicitud de autorización del acto de injerencia. 

https://noticias.juridicas.com/base_datos/Fiscal/l58-2003.t2.html#I606
https://noticias.juridicas.com/base_datos/Fiscal/l58-2003.t2.html#I606
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• 3.º Los datos de identificación del investigado o encausado y, en su caso, de los medios de comunicación 
empleados que permitan la ejecución de la medida. 

• 4.º La extensión de la medida con especificación de su contenido. 

• 5.º La unidad investigadora de la Policía Judicial que se hará cargo de la intervención. 

• 6.º La forma de ejecución de la medida. 

• 7.º La duración de la medida que se solicita. 

• 8.º El sujeto obligado que llevará a cabo la medida, en caso de conocerse. 

Artículo 588 bis c Resolución judicial 

1. El juez de instrucción autorizará o denegará la medida solicitada mediante auto motivado, oído el 
Ministerio Fiscal. Esta resolución se dictará en el plazo máximo de veinticuatro horas desde que se presente 
la solicitud. 

2. Siempre que resulte necesario para resolver sobre el cumplimiento de alguno de los requisitos expresados 
en los artículos anteriores, el juez podrá requerir, con interrupción del plazo a que se refiere el apartado 
anterior, una ampliación o aclaración de los términos de la solicitud. 

3. La resolución judicial que autorice la medida concretará al menos los siguientes extremos: 

• a) El hecho punible objeto de investigación y su calificación jurídica, con expresión de los indicios 
racionales en los que funde la medida. 

• b) La identidad de los investigados y de cualquier otro afectado por la medida, de ser conocido. 

• c) La extensión de la medida de injerencia, especificando su alcance así como la motivación relativa al 
cumplimiento de los principios rectores establecidos en el artículo 588 bis a. 

• d) La unidad investigadora de Policía Judicial que se hará cargo de la intervención. 

• e) La duración de la medida. 

• f) La forma y la periodicidad con la que el solicitante informará al juez sobre los resultados de la medida. 

• g) La finalidad perseguida con la medida. 

• h) El sujeto obligado que llevará a cabo la medida, en caso de conocerse, con expresa mención del deber 
de colaboración y de guardar secreto, cuando proceda, bajo apercibimiento de incurrir en un delito de 
desobediencia. 

Artículo 588 bis d Secreto 

La solicitud y las actuaciones posteriores relativas a la medida solicitada se sustanciarán en una pieza 
separada y secreta, sin necesidad de que se acuerde expresamente el secreto de la causa. 

Artículo 588 bis e Duración 

1. Las medidas reguladas en el presente capítulo tendrán la duración que se especifique para cada una de 
ellas y no podrán exceder del tiempo imprescindible para el esclarecimiento de los hechos. 

2. La medida podrá ser prorrogada, mediante auto motivado, por el juez competente, de oficio o previa 
petición razonada del solicitante, siempre que subsistan las causas que la motivaron. 

3. Transcurrido el plazo por el que resultó concedida la medida, sin haberse acordado su prórroga, o, en su 
caso, finalizada ésta, cesará a todos los efectos. 
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Artículo 588 bis f Solicitud de prórroga 

1. La solicitud de prórroga se dirigirá por el Ministerio Fiscal o la Policía Judicial al juez competente con la 
antelación suficiente a la expiración del plazo concedido. Deberá incluir en todo caso: 

• a) Un informe detallado del resultado de la medida. 

• b) Las razones que justifiquen la continuación de la misma. 

2. En el plazo de los dos días siguientes a la presentación de la solicitud, el juez resolverá sobre el fin de la 
medida o su prórroga mediante auto motivado. Antes de dictar la resolución podrá solicitar aclaraciones o 
mayor información. 

3. Concedida la prórroga, su cómputo se iniciará desde la fecha de expiración del plazo de la medida acordada. 

Artículo 588 bis g Control de la medida 

La Policía Judicial informará al juez de instrucción del desarrollo y los resultados de la medida, en la forma y 
con la periodicidad que este determine y, en todo caso, cuando por cualquier causa se ponga fin a la misma. 

Artículo 588 bis h Afectación de terceras personas 

Podrán acordarse las medidas de investigación reguladas en los siguientes capítulos aun cuando afecten a 
terceras personas en los casos y con las condiciones que se regulan en las disposiciones específicas de cada 
una de ellas. 

Artículo 588 bis i Utilización de la información obtenida en un procedimiento distinto y 
descubrimientos casuales 

El uso de las informaciones obtenidas en un procedimiento distinto y los descubrimientos casuales se 
regularan con arreglo a lo dispuesto en el artículo 579 bis. 

Artículo 588 bis j Cese de la medida 

El juez acordará el cese de la medida cuando desaparezcan las circunstancias que justificaron su adopción o 
resulte evidente que a través de la misma no se están obteniendo los resultados pretendidos, y, en todo caso, 
cuando haya transcurrido el plazo para el que hubiera sido autorizada. 

Artículo 588 bis k Destrucción de registros 

1. Una vez que se ponga término al procedimiento mediante resolución firme, se ordenará el borrado y 
eliminación de los registros originales que puedan constar en los sistemas electrónicos e informáticos 
utilizados en la ejecución de la medida. Se conservará una copia bajo custodia del Letrado de la 
Administración de Justicia. 

2. Se acordará la destrucción de las copias conservadas cuando hayan transcurrido cinco años desde que la 
pena se haya ejecutado o cuando el delito o la pena hayan prescrito o se haya decretado el sobreseimiento 
libre o haya recaído sentencia absolutoria firme respecto del investigado, siempre que no fuera precisa su 
conservación a juicio del Tribunal. 

3. Los tribunales dictarán las órdenes oportunas a la Policía Judicial para que lleve a efecto la destrucción 
contemplada en los anteriores apartados.» 
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CAPÍTULO I. Disposiciones generales 

Artículo 757 

Sin perjuicio de lo establecido para los procesos especiales, el procedimiento regulado en este Título se 
aplicará al enjuiciamiento de los delitos castigados con pena privativa de libertad no superior a nueve años, 
o bien con cualesquiera otras penas de distinta naturaleza bien sean únicas, conjuntas o alternativas, 
cualquiera que sea su cuantía o duración. 

Artículo 758 

El enjuiciamiento de los delitos enumerados en el artículo anterior se acomodará a las normas comunes de 
esta Ley, con las modificaciones consignadas en el presente Título. 

Artículo 759 

En las causas comprendidas en este Título, las cuestiones de competencia que se promuevan entre Juzgados 
y Tribunales de la jurisdicción ordinaria se sustanciarán según las reglas siguientes: 

• 1.ª Cuando un Tribunal o Juzgado rehusare el conocimiento de una causa o reclamare el conocimiento 
de la que otro tuviere, y haya duda acerca de cuál de ellos es el competente, si no resulta acuerdo a la 
primera comunicación que con tal motivo se dirijan, pondrán el hecho, sin dilación, en conocimiento del 
superior jerárquico, por medio de exposición razonada, para que dicho superior, tras oír al Fiscal y a las 
partes personadas en comparecencia que se celebrará dentro de las veinticuatro horas siguientes, decida 
en el acto lo que estime procedente, sin ulterior recurso. 

Cuando la cuestión surja en la fase de instrucción, cada uno de los juzgados continuará practicando en todo 
caso, hasta tanto se dirima definitivamente la controversia, las diligencias conducentes a la comprobación 
del delito, a la averiguación e identificación de los posibles culpables y a la protección de los ofendidos o 
perjudicados por el mismo, debiendo remitirse recíprocamente ambos juzgados testimonio de lo actuado 
y comunicarse cuantas diligencias practiquen. 

• 2.ª Ningún Juez de Instrucción, de lo Penal, o Central de Instrucción o de lo Penal, podrá promover 
cuestiones de competencia a las Audiencias respectivas, sino exponerles, oído el Ministerio Fiscal por plazo 
de un día, las razones que tenga para creer que le corresponde el conocimiento del asunto. 

El Letrado de la Administración de Justicia dará vista de la exposición y antecedentes al Ministerio Fiscal y 
a las partes personadas por plazo de dos días y, luego de oídos todos, el Tribunal, sin más trámites, resolverá 
dentro del tercer día lo que estime procedente, comunicando esta resolución al Juez que la haya expuesto 
para su cumplimiento. 

• 3.ª Cuando algún Juez de Instrucción, de lo Penal, o Central de Instrucción o de lo Penal, viniere 
entendiendo de causa atribuida a la competencia de las Audiencias respectivas se limitarán éstas a ordenar 
a aquél, oídos el Ministerio Fiscal y las partes personadas por plazo de dos días, que se abstenga de conocer 
y les remita las actuaciones. 

Artículo 760 

Iniciado un proceso de acuerdo con las normas de este Título, en cuanto aparezca que el hecho no se halla 
comprendido en alguno de los supuestos del artículo 757, se continuará conforme a las disposiciones 
generales de esta Ley, sin retroceder en el procedimiento más que en el caso de que resulte necesario 
practicar diligencias o realizar actuaciones con arreglo a dichos preceptos legales. Por el contrario, iniciado 
un proceso conforme a las normas comunes de esta Ley, continuará su sustanciación de acuerdo con las del 
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presente Título en cuanto conste que el hecho enjuiciado se halla comprendido en alguno de los supuestos 
del artículo 757. En ambos casos el cambio de procedimiento no implicará el de instructor. 

Iniciado un proceso conforme a las normas de esta Ley, en cuanto aparezca que el hecho podría constituir un 
delito cuyo enjuiciamiento sea competencia del Tribunal del Jurado, se estará a lo dispuesto en el artículo 309 
bis. 

Acordado por el Juez o Tribunal el procedimiento que deba seguirse, el Letrado de la Administración de 
Justicia lo hará saber inmediatamente al Ministerio Fiscal, al investigado y a las partes personadas. 

Artículo 761 

1. El ejercicio por particulares, sean o no ofendidos por el delito, de la acción penal o de la civil derivada del 
mismo habrá de efectuarse en la forma y con los requisitos señalados en el Título II del Libro II, expresando 
la acción que se ejercite. 

2. Sin perjuicio de lo que se dispone en el apartado anterior, el Letrado de la Administración de Justicia 
instruirá al ofendido o perjudicado por el delito de los derechos que le asisten conforme a lo dispuesto en los 
artículos 109 y 110 y demás disposiciones, pudiendo mostrarse parte en la causa sin necesidad de formular 
querella. Asimismo le informará de la posibilidad y procedimiento para solicitar las ayudas que conforme a la 
legislación vigente puedan corresponderle. 

Artículo 762 

Los Jueces y Tribunales observarán en la tramitación de las causas a que se refiere este Título las siguientes 
reglas: 

• 1.ª El Juez o Tribunal que ordene la práctica de cualquier diligencia se entenderá directamente con el 
Juez, Tribunal, autoridad o funcionario encargado de su realización aunque el mismo no le esté 
inmediatamente subordinado ni sea superior inmediato de aquéllos. 

• 2.ª Para cursar los despachos que se expidan se utilizará siempre el medio más rápido, acreditando por 
diligencia las peticiones de auxilio que no se hayan solicitado por escrito. 

• 3.ª Si el que hubiere de ser citado no tuviere domicilio conocido o no fuere encontrado por la Policía 
Judicial en el plazo señalado a ésta, el Juez o Tribunal mandará publicar la correspondiente cédula por el 
medio que estime más idóneo para que pueda llegar a conocimiento del interesado, y sólo cuando lo 
considere indispensable acordará su divulgación por los medios de comunicación social. 

• 4.ª Las requisitorias que hayan de expedirse se insertarán en el fichero automatizado correspondiente 
de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y, cuando se considere oportuno, en los medios de comunicación 
escrita. 

• 5.ª A todo escrito y a los documentos que se presenten en la causa se acompañarán tantas copias 
literales de los mismos, realizadas por cualquier medio de reproducción, cuantas sean las otras partes y el 
Fiscal, a quienes se entregarán al notificarles la resolución que haya recaído en el escrito respectivo. 

La omisión de las copias sólo dará lugar a su libramiento por el Letrado de la Administración de Justicia a 
costa del omitente, si éste no las presenta en el plazo de una audiencia. 

• 6.ª Para enjuiciar los delitos conexos comprendidos en este Título, cuando existan elementos para 
hacerlo con independencia, y para juzgar a cada uno de los encausados, cuando sean varios, podrá acordar 
el Juez la formación de las piezas separadas que resulten convenientes para simplificar y activar el 
procedimiento. 

• 7.ª En las declaraciones se reseñará el documento nacional de identidad de las personas que las presten, 
salvo que se tratara de agentes de la autoridad, en cuyo caso bastará la reseña del número de carné 
profesional. Cuando por tal circunstancia o por cualquier otra no ofreciere duda la identidad del encausado 
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y conocidamente tuviere la edad de dieciocho años, se prescindirá de traer a la causa el certificado de 
nacimiento. En otro caso, se unirá dicho certificado y la correspondiente ficha dactiloscópica. No se 
demorará la conclusión de la instrucción por falta del certificado de nacimiento, sin perjuicio de que cuando 
se reciba se aporte a las actuaciones. 

• 8.ª Cuando los encausados o testigos no hablaren o no entendieren el idioma español, se procederá de 
conformidad con lo dispuesto en los artículos 398, 440 y 441, sin que sea preciso que el intérprete 
designado tenga título oficial. 

• 9.ª La información prevenida en el artículo 364 sólo se verificará cuando a juicio del instructor hubiere 
duda acerca de la preexistencia de la cosa objeto de la sustracción o defraudación. 

• 10.ª Los informes y declaraciones a que se refieren los artículos 377 y 378 únicamente se pedirán y 
recibirán cuando el Juez los considerase imprescindibles. 

• 11.ª Cuando los hechos enjuiciados deriven del uso y circulación de vehículos de motor, se reseñará 
también, en la primera declaración que presten los conductores, los permisos de conducir de éstos y de 
circulación de aquéllos y el certificado del seguro obligatorio, así como el documento acreditativo de su 
vigencia. También se reseñará el certificado del seguro obligatorio y el documento que acredite su vigencia 
en aquellos otros casos en que la actividad se halle cubierta por igual clase de seguro. 

Artículo 763 

El Juez o Tribunal podrá acordar la detención o cualesquiera medidas privativas de libertad o restrictivas de 
derechos en los casos en que procedan conforme a las reglas generales de esta Ley. Las actuaciones que 
motiven la aplicación de estas medidas se contendrán en pieza separada. 

Artículo 764 

1. Asimismo, el Juez o Tribunal podrá adoptar medidas cautelares para el aseguramiento de las 
responsabilidades pecuniarias, incluidas las costas. Tales medidas se acordarán mediante auto y se 
formalizarán en pieza separada. 

2. A estos efectos se aplicarán las normas sobre contenido, presupuestos y caución sustitutoria de las medidas 
cautelares establecidas en la Ley de Enjuiciamiento Civil. La prestación de las cauciones que se acuerden se 
hará en la forma prevista en la Ley de Enjuiciamiento Civil y podrá ser realizada por la entidad en que tenga 
asegurada la responsabilidad civil la persona contra quien se dirija la medida. 

3. En los supuestos en que las responsabilidades civiles estén total o parcialmente cubiertas por un seguro 
obligatorio de responsabilidad civil, se requerirá a la entidad aseguradora o al Consorcio de Compensación 
de Seguros, en su caso, para que, hasta el límite del seguro obligatorio, afiance aquéllas. Si la fianza exigida 
fuera superior al expresado límite, el responsable directo o subsidiario vendrá obligado a prestar fianza o aval 
por la diferencia, procediéndose en otro caso al embargo de sus bienes. 

La entidad responsable del seguro obligatorio no podrá, en tal concepto, ser parte del proceso, sin perjuicio 
de su derecho de defensa en relación con la obligación de afianzar, a cuyo efecto se le admitirá el escrito que 
presentare, resolviéndose sobre su pretensión en la pieza correspondiente. 

4. Se podrá acordar la intervención inmediata del vehículo y la retención del permiso de circulación del mismo, 
por el tiempo indispensable, cuando fuere necesario practicar alguna investigación en aquél o para asegurar 
las responsabilidades pecuniarias, en tanto no conste acreditada la solvencia del investigado o encausado o 
del tercero responsable civil. 

También podrá acordarse la intervención del permiso de conducción requiriendo al investigado o encausado 
para que se abstenga de conducir vehículos de motor, en tanto subsista la medida, con la prevención de lo 
dispuesto en el artículo 556 del Código Penal. 

https://noticias.juridicas.com/base_datos/Privado/l1-2000.html
https://noticias.juridicas.com/base_datos/Privado/l1-2000.html
https://noticias.juridicas.com/base_datos/Penal/lo10-1995.l2t22.html#I5611


 

 Administración de Justicia 
CLASE 10 

24 

I A D E C A  ·  E m i l i o  C a l z a d i l l a  N º 2 5  ·  3 8 0 0 2  ·  S a n t a  C r u z  d e  T e n e r i f e  ·  9 2 2  2 7  8 0  0 7  ·   w w w . o p o s i c i o n e s . c o m  ·   

 

I A D E C A  ·  E m i l i o  C a l z a d i l l a  N º 2 5  ·  3 8 0 0 2  ·  S a n t a  C r u z  d e  T e n e r i f e  ·  9 2 2  2 7  8 0  0 7  ·   w w w . o p o s i c i o n e s . c o m  ·   

 

Las medidas anteriores, una vez adoptadas, llevarán consigo la retirada de los documentos respectivos y su 
comunicación a los organismos administrativos correspondientes. 

Artículo 765 

1. En los procesos relativos a hechos derivados del uso y circulación de vehículos de motor el Juez o Tribunal 
podrá señalar y ordenar el pago de la pensión provisional que, según las circunstancias, considere necesaria 
en cuantía y duración para atender a la víctima y a las personas que estuvieren a su cargo. El pago de la 
pensión se hará anticipadamente en las fechas que discrecionalmente señale el Juez o Tribunal, a cargo del 
asegurador, si existiere, y hasta el límite del seguro obligatorio, o bien con cargo a la fianza o al Consorcio de 
Compensación de Seguros, en los supuestos de responsabilidad civil del mismo, conforme a las disposiciones 
que le son propias. Igual medida podrá acordarse cuando la responsabilidad civil derivada del hecho esté 
garantizada con cualquier seguro obligatorio. Todo lo relacionado con esta medida se actuará en pieza 
separada. La interposición de recursos no suspenderá la obligación de pago de la pensión. 

2. En los procesos relativos a hechos derivados del uso y circulación de vehículos de motor el Juez o Tribunal 
podrá autorizar, previa audiencia del Fiscal, a los investigados o encausados que no estén en situación de 
prisión preventiva y que tuvieran su domicilio o residencia habitual en el extranjero, para ausentarse del 
territorio español. Para ello será indispensable que dejen suficientemente garantizadas las responsabilidades 
pecuniarias de todo orden derivadas del hecho punible, designen persona con domicilio fijo en España que 
reciba las notificaciones, citaciones y emplazamientos que hubiere que hacerles, con la prevención contenida 
en el artículo 775 en cuanto a la posibilidad de celebrar el juicio en su ausencia, y que presten caución no 
personal, cuando no esté ya acordada fianza de la misma clase, para garantizar la libertad provisional y su 
presentación en la fecha o plazo que se les señale. Igual atribución y con las mismas condiciones 
corresponderá al Juez o Tribunal que haya de conocer de la causa. Si el investigado o encausado no 
compareciese, se adjudicará al Estado el importe de la caución y se le declarará en rebeldía, observándose lo 
dispuesto en el artículo 843, salvo que se cumplan los requisitos legales para celebrar el juicio en su ausencia. 

Artículo 766 

1. Contra los autos del Juez de Instrucción y del Juez de lo Penal que no estén exceptuados de recurso podrán 
ejercitarse el de reforma y el de apelación. Salvo que la Ley disponga otra cosa, los recursos de reforma y 
apelación no suspenderán el curso del procedimiento. 

2. El recurso de apelación podrá interponerse subsidiariamente con el de reforma o por separado. En ningún 
caso será necesario interponer previamente el de reforma para presentar la apelación. 

3. El recurso de apelación se presentará dentro de los cinco días siguientes a la notificación del auto recurrido 
o del resolutorio del recurso de reforma, mediante escrito en el que se expondrán los motivos del recurso, se 
señalarán los particulares que hayan de testimoniarse y al que se acompañarán, en su caso, los documentos 
justificativos de las peticiones formuladas. Admitido a trámite el recurso por el Juez, el Letrado de la 
Administración de Justicia dará traslado a las demás partes personadas por un plazo común de cinco días para 
que puedan alegar por escrito lo que estimen conveniente, señalar otros particulares que deban ser 
testimoniados y presentar los documentos justificativos de sus pretensiones. En los dos días siguientes a la 
finalización del plazo, remitirá testimonio de los particulares señalados a la Audiencia respectiva que, sin más 
trámites, resolverá dentro de los cinco días siguientes. Excepcionalmente, la Audiencia podrá reclamar las 
actuaciones para su consulta siempre que con ello no se obstaculice la tramitación de aquéllas; en estos casos, 
deberán devolverse las actuaciones al Juez en el plazo máximo de tres días. 

4. Si el recurso de apelación se hubiere interpuesto subsidiariamente con el de reforma, si éste resulta total 
o parcialmente desestimatorio, antes de dar traslado a las demás partes personadas, el Letrado de la 
Administración de Justicia dará traslado al recurrente por un plazo de cinco días para que formule alegaciones 
y pueda presentar, en su caso, los documentos justificativos de sus peticiones. 
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5. Si en el auto recurrido en apelación se acordare la prisión provisional de alguno de los investigados o 
encausados, respecto de dicho pronunciamiento podrá el apelante solicitar en el escrito de interposición del 
recurso la celebración de vista, que acordará la Audiencia respectiva. Cuando el auto recurrido contenga otros 
pronunciamientos sobre medidas cautelares, la Audiencia podrá acordar la celebración de vista si lo estima 
conveniente. El Letrado de la Administración de Justicia señalará la vista dentro de los diez siguientes a la 
recepción de la causa en dicha Audiencia. 

Artículo 767 

Desde la detención o desde que de las actuaciones resultare la imputación de un delito contra persona 
determinada será necesaria la asistencia letrada. La Policía Judicial, el Ministerio Fiscal o la autoridad judicial 
recabarán de inmediato del Colegio de Abogados la designación de un abogado de oficio, si no lo hubiere 
nombrado ya el interesado. 

Artículo 768 

El abogado designado para la defensa tendrá también habilitación legal para la representación de su 
defendido, no siendo necesaria la intervención de procurador hasta el trámite de apertura del juicio oral. 
Hasta entonces cumplirá el abogado el deber de señalamiento de domicilio a efectos de notificaciones y 
traslados de documentos. 

CAPÍTULO II. De las actuaciones de la Policía Judicial y del Ministerio Fiscal 

Artículo 769 

Sin perjuicio de lo establecido en el Título III del Libro II de esta Ley, tan pronto como tenga conocimiento de 
un hecho que revista caracteres de delito, la Policía judicial observará las reglas establecidas en este capítulo. 
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Artículo 770 

La Policía Judicial acudirá de inmediato al lugar de los hechos y realizará las siguientes diligencias: 

• 1.ª Requerirá la presencia de cualquier facultativo o personal sanitario que fuere habido para prestar, si 
fuere necesario, los oportunos auxilios al ofendido. El requerido, aunque sólo lo fuera verbalmente, que no 
atienda sin justa causa el requerimiento será sancionado con una multa de 500 a 5.000 euros, sin perjuicio 
de la responsabilidad criminal en que hubiera podido incurrir. 

• 2.ª Acompañará al acta de constancia fotografías o cualquier otro soporte magnético o de reproducción de 
la imagen, cuando sea pertinente para el esclarecimiento del hecho punible y exista riesgo de desaparición 
de sus fuentes de prueba. 

• 3.ª Recogerá y custodiará en todo caso los efectos, instrumentos o pruebas del delito de cuya desaparición 
hubiere peligro, para ponerlos a disposición de la autoridad judicial. 

• 4.ª Si se hubiere producido la muerte de alguna persona y el cadáver se hallare en la vía pública, en la vía 
férrea o en otro lugar de tránsito, lo trasladará al lugar próximo que resulte más idóneo dentro de las 
circunstancias, restableciendo el servicio interrumpido y dando cuenta de inmediato a la autoridad judicial. 
En las situaciones excepcionales en que haya de adoptarse tal medida de urgencia, se reseñará previamente 
la posición del interfecto, obteniéndose fotografías y señalando sobre el lugar la situación exacta que ocupaba. 

• 5.ª Tomará los datos personales y dirección de las personas que se encuentren en el lugar en que se cometió 
el hecho, así como cualquier otro dato que ayude a su identificación y localización, tales como lugar habitual 
de trabajo, números de teléfono fijo o móvil, número de fax o dirección de correo electrónico. 

• 6.ª Intervendrá, de resultar procedente, el vehículo y retendrá el permiso de circulación del mismo y el 
permiso de conducir de la persona a la que se impute el hecho. 
Artículo 771 
En el tiempo imprescindible y, en todo caso, durante el tiempo de la detención, si la hubiere, la Policía Judicial 
practicará las siguientes diligencias: 

• 1.ª Cumplirá con los deberes de información a las víctimas que prevé la legislación vigente. En particular, 
informará al ofendido y al perjudicado por el delito de forma escrita de los derechos que les asisten de 
acuerdo con lo establecido en los artículos 109 y 110. Se instruirá al ofendido de su derecho a mostrarse parte 
en la causa sin necesidad de formular querella y, tanto al ofendido como al perjudicado, de su derecho a 
nombrar Abogado o instar el nombramiento de Abogado de oficio en caso de ser titulares del derecho a la 
asistencia jurídica gratuita, de su derecho a, una vez personados en la causa, tomar conocimiento de lo 
actuado, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 301 y 302, e instar lo que a su derecho convenga. 
Asimismo, se les informará de que, de no personarse en la causa y no hacer renuncia ni reserva de acciones 
civiles, el Ministerio Fiscal las ejercitará si correspondiere. 

La información de derechos al ofendido o perjudicado regulada en este artículo, cuando se refiera a los delitos 
contra la propiedad intelectual o industrial, y, en su caso, su citación o emplazamiento en los distintos trámites 
del proceso, se realizará a aquellas personas, entidades u organizaciones que ostenten la representación legal 
de los titulares de dichos derechos. 

• 2.ª Informará en la forma más comprensible al investigado no detenido de cuáles son los hechos que se le 
atribuyen y de los derechos que le asisten. En particular, le instruirá de los derechos reconocidos en los 
apartados a), b), c) y e) del artículo 520.2. 
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Artículo 772 

• 1. Los miembros de la Policía Judicial requerirán el auxilio de otros miembros de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad cuando fuera necesario para el desempeño de las funciones que por esta Ley se les 
encomiendan. 

• 2. La Policía extenderá el atestado de acuerdo con las normas generales de esta Ley y lo entregará al 
Juzgado competente, pondrá a su disposición a los detenidos, si los hubiere, y remitirá copia al Ministerio 
Fiscal. 

Artículo 773 

• 1. El Fiscal se constituirá en las actuaciones para el ejercicio de las acciones penal y civil conforme a la Ley. 
Velará por el respeto de las garantías procesales del investigado o encausado y por la protección de los 
derechos de la víctima y de los perjudicados por el delito. 

• En este procedimiento corresponde al Ministerio Fiscal, de manera especial, impulsar y simplificar su 
tramitación sin merma del derecho de defensa de las partes y del carácter contradictorio del mismo, dando 
a la Policía Judicial instrucciones generales o particulares para el más eficaz cumplimiento de sus funciones, 
interviniendo en las actuaciones, aportando los medios de prueba de que pueda disponer o solicitando 
del Juez de Instrucción la práctica de los mismos, así como instar de éste la adopción de medidas cautelares 
o su levantamiento y la conclusión de la investigación tan pronto como estime que se han practicado las 
actuaciones necesarias para resolver sobre el ejercicio de la acción penal. 

• El Fiscal General del Estado impartirá cuantas órdenes e instrucciones estime convenientes respecto a la 
actuación del Fiscal en este procedimiento, y en especial, respecto a la aplicación de lo dispuesto en el 
apartado 1 del artículo 780. 

• Tan pronto como el Juez ordene la incoación del procedimiento para las causas ante el Tribunal del Jurado, 
el Letrado de la Administración de Justicia lo pondrá en conocimiento del Ministerio Fiscal, quien 
comparecerá e intervendrá en cuantas actuaciones se lleven a cabo ante aquél. 

• 2. Cuando el Ministerio Fiscal tenga noticia de un hecho aparentemente delictivo, bien directamente o por 
serle presentada una denuncia o atestado, informará a la víctima de los derechos recogidos en la 
legislación vigente; efectuará la evaluación y resolución provisionales de las necesidades de la víctima de 
conformidad con lo dispuesto en la legislación vigente y practicará él mismo u ordenará a la Policía Judicial 
que practique las diligencias que estime pertinentes para la comprobación del hecho o de la 
responsabilidad de los partícipes en el mismo. El Fiscal decretará el archivo de las actuaciones cuando el 
hecho no revista los caracteres de delito, comunicándolo con expresión de esta circunstancia a quien 
hubiere alegado ser perjudicado u ofendido, a fin de que pueda reiterar su denuncia ante el Juez de 
Instrucción. En otro caso instará del Juez de Instrucción la incoación del procedimiento que corresponda 
con remisión de lo actuado, poniendo a su disposición al detenido, si lo hubiere, y los efectos del delito. 

• El Ministerio Fiscal podrá hacer comparecer ante sí a cualquier persona en los términos establecidos en la 
ley para la citación judicial, a fin de recibirle declaración, en la cual se observarán las mismas garantías 
señaladas en esta Ley para la prestada ante el Juez o Tribunal. 

• Cesará el Fiscal en sus diligencias tan pronto como tenga conocimiento de la existencia de un 
procedimiento judicial sobre los mismos hechos. 
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